Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, sala V , 15/08/2003 

 O.M. Construcciones S.A. 

2ª Instancia. - Buenos Aires, agosto 15 de 2003.

Considerando: Llega a estudio del tribunal el recurso de apelación interpuesto por la querella contra el auto decisorio de fs. 382/386 vta., que dispone sobreseer a Sergio Daniel Dubove.

Considera el recurrente que el temperamento definitivo adoptado resulta prematuro. En tal sentido, sostiene que no se estableció si es de práctica habitual en la actividad notarial asentar como originales todos los documentos que no sean fotocopias.

Afirma que no es serio aceptar -sin ninguna constatación ulterior- que un escribano se refiera indistintamente como "documentos originales" a cualquier clase de instrumentos, a condición de que no se traten de meras copias fotostáticas, lo cual -de aceptarse sin más- desnaturalizaría la práctica notarial.

Agrega, que no se analizaron las disposiciones legales que regulan la cesión de créditos y la emisión de facturas, citando expresamente el art. 14 de la resolución general 3419/91 emitida por la D.G.I.

Sostiene que el texto de la citada resolución general, surge que las facturas "originales" y "duplicados" tiene carácter jurídico diverso y se encuentran sujetos a regímenes distintos, por lo que no puede afirmarse que es indistinto referirse a una factura genéricamente como "original", como se pretende en el auto decisorio en crisis.

Apunta que el delito previsto en el art. 293 del Cód. Penal sólo requiere para su consumación "la posibilidad de daño" y que al haberse asentado en la escritura que documenta la cesión que el representante de "O.M. Construcciones S.A." hizo entrega en ese acto de "facturas originales" que materialmente no tenía en su poder, se dejó constancia en un instrumento publico de un hecho falso a partir del cual nacieron relaciones jurídicas que, a la postre, afectaron concretamente a "C.R.M. S.A.", que afronta un litigio civil en el que se le reclama el pago de dichas facturas.

Por último, sostiene que tal situación es directamente atribuible a las constancias asentadas en el documento público cuestionado, desde el momento que eran extremos que el documento debía probar.

Por su parte, la asistencia técnica de Dubove mejora fundamentos a fs. 407/411.

En dicha oportunidad, sostuvo que lo normado en el art. 5 de la resolución general 3419/91 de la D.G.I. otorga sustento a las explicaciones vertidas por el imputado, en cuanto a que la referencia al "original" se orientó a explicar que no se trataba de una fotocopia de la factura y no a caracterizarla desde la normativa de la resolución aludida.

En definitiva, argumenta que Dubove certificó que tuvo ante si una factura que no era fotocopia sino un "original" y no resultaba necesario aclarar si era un "original", "duplicado" o "triplicado" porque en estos casos lo que en la práctica se considera para identificar correctamente las facturas objeto de la operación son su numeración; fecha e importe y de modo alguno forma parte de la actuación notarial indagar sobre las características comerciales y financieras acordadas entre las partes en ocasión de celebrar las operaciones que dan lugar a la expedición de las facturas cedidas.

En base a ello, postula la confirmación del sobreseimiento dictado a fs. 386.

En primer lugar, cabe decir que las distinciones que efectúa la resolución general 3419/91 de la D.G.I. (Rev. de L.A., 1991-C, p. 3332, edición de JA) entre originales, duplicados y triplicados, se refieren a cuestiones administrativas y contables vinculados al control fiscal, que en modo alguno inciden en el nacimiento o extinción de derechos de las partes que intervienen en un contrato de factoring.

En un mismo sentido, tanto la doctrina como la jurisprudencia comercial sostienen que la entrega de la documentación relativa al crédito cedido tiene carácter probatorio y no constitutivo de las obligaciones que nacen con el consentimiento de las partes -contrato consensual y no real- (Lisoprawsky-22.201. "O.M. Construcciones S.A." s/sobreseimiento. Inst. 30/164. sala 5ª Gerscovich, "Factoring", p. 70/1 y 147, Ed. Depalma, ed. 1997, Buenos Aires; CNCiv., sala G, "Cincunegui de Lata, María c. Armellim, José y otro", Boletín Interno de Jurisprudencia).

Así, la entrega del título no es un requisito del contrato de cesión y se trata de un efecto o consecuencia del contrato que no hace a su perfeccionamiento sino a su ejecución (art. 1457, Cód. Civil); de allí que pueda sostenerse la existencia del derecho independientemente de la entrega del título constitutivo del crédito (CNCiv., sala A, "Muñoz, María M. c. Clínica López S.R.L.", obra citada, p. 283).

De ello, se desprende que la ausencia de distinción entre factura original y duplicado original que la querella reclama al imputado carece de la importancia que le adjudica el apelante; máxime si se considera que la obligación de entregar el título merece una comprensión amplia, que involucra poner a disposición del cesionario todos los instrumentos que fueren necesarios para hacer valer el crédito frente al deudor cedido -en el caso, el duplicado original- (CNCiv., sala C, "Nogueira, Marta c. Dos Santos, Beatriz María", Boletín Interno de Jurisprudencia).

A tal punto ello es así, que es de practica común en los contratos de "factoring" individualizar las facturas objeto del negocio por su número y monto, como así también incluir cláusulas por las que el cliente se obliga a suministrar al factor la información y documentación relativa al crédito cedido; ya que la entrega de ellas resulta una obligación jurídicamente accesoria del contrato celebrado (Lisoprawsky-Gerscovich, obra citada, p. 71 y 267).

Teniendo en cuenta las circunstancias expuestas y el régimen jurídico aplicable al contrato instrumentado por escritura pública, no puede sostenerse que la aserción efectuada por el escribano sea falsa ni que la omisión de aclarar que se trataba de un original "duplicado" responda a una maniobra dolosa, por cuanto la factura entregada en el acto cumplía con los requisitos necesarios para hacer valer en sede judicial el derecho que se trasmitía mediante el respectivo contrato.

Por ello, la posterior devolución de las facturas N° 325, 326 y 327 por parte de la firma "C.R.M. S.A.", que diera origen a la emisión de nuevas facturas por parte de "O.M. Construcciones S.A." y al consecuente pago por parte de la querella, no responden a la conducta atribuida al imputado, que en nada ha modificado la realidad de los hechos pasados en su presencia.

Toda vez que la modalidad contractual que fuera objeto de estudio en la presente causa carece de una regulación legal específica y la doctrina destaca la complejidad del mecanismo de utilización de este contrato como la ausencia, en nuestro medio, de conocimientos técnicos y de la experiencia necesaria para su aplicación, corresponde imponer las costas en el orden causado (Juan M. Farina, "Contratos Comerciales Modernos", p. 553, ed. 1999, Astrea, Buenos Aires y art. 531, C.P.P.N.).

Por lo expuesto, el tribunal resuelve: Confirmar el auto decisorio apelado, que dispone sobreseer a Sergio Daniel Dubove en orden a los hechos por los cuales fuera indagado, con costas por el orden causado (art. 336 inc. 3° y 531, C.P.P.N.). - Guillermo R. Navarro. - Mario Filozof.

